
 

 
  

INICIATIVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 41 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DEL DIPUTADO REGINALDO SANDOVAL FLORES, 

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PT 

El que suscribe, Reginaldo Sandoval Flores, coordinador del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo de la 

LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 

135 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77, 78, y demás 

relativos y aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados, presenta ante esta honorable soberanía, la 

siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 41 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, en materia de prerrogativas de los partidos políticos, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

Introducción 

“La soberanía nacional reside esencial y originariamente en el pueblo. Todo poder público dimana del pueblo 

y se instituye para beneficio de éste.” De acuerdo con nuestra Carta magna, el pueblo mexicano es el titular 

de la soberanía, del poder público. Sin embargo, el artículo 40 constitucional establece que el pueblo ha 

decidido constituirse en una República representativa, democrática, laica y federal. A su vez, la 

representación de la soberanía la ejercen los Poderes de la Unión y los poderes de las entidades federativas, 

como lo establece el artículo 41 constitucional. Por lo tanto, el pueblo participa en las decisiones públicas de 

nuestro país a través de sus representantes. 

En el artículo 41 de la Constitución, se establecen las bases para la organización de las elecciones en nuestro 

país. Este ordenamiento jurídico define a los partidos políticos como entidades de interés público que tienen 

como fin “promover la participación del pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración de los 

órganos de representación política y como organizaciones de ciudadanos, hacer posible el acceso de éstos al 

ejercicio del poder público.” 

La fracción segunda de este mismo artículo mandata que las normas deben garantizar que los partidos políticos 

cuenten de manera equitativa con elementos para desempeñar sus funciones, por lo que se crea el 

financiamiento público de los partidos políticos. Actualmente, éste corresponde al equivalente en pesos 

mexicanos que resulta de multiplicar el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral por el 

sesenta y cinco por ciento del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización. 

Treinta por ciento de esta cantidad se deberá asignar, entre los partidos políticos, de manera igualitaria. 

Mientras que el setenta por ciento restante se debe distribuir con base en el porcentaje de votos que obtuvieron 

los partidos políticos en la elección de diputados inmediata anterior. 

De esta manera, la Consejo General del Instituto Nacional Electoral (INE) publicó en el Diario Oficial de la 

Federación el “Acuerdo del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se distribuye el 

financiamiento público de los partidos políticos nacionales para el ejercicio de los partidos políticos nacionales 

para el ejercicio 2019. Así, el presupuesto total destinado a los institutos políticos es de $4,965,828,351, el cual 

se distribuyó de la siguiente manera: 



 

 
  

 

A su vez, los partidos políticos recibieron 12 mil 752 millones durante 2018, 4 mil 59 millones en 2017 y 3 mil 

953 millones correspondientes a 2016. 

A pesar de la implementación de las políticas de Austeridad Republicana impulsadas por el Presidente Andrés 

Manuel López Obrador, el presupuesto de los partidos políticos permanece sin cambios relevantes, ya que las 

prerrogativas se encuentran fijadas en el artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

Austeridad republicana 

El pasado primero de julio, el electorado mexicano envió una fuerte señal a la clase política de nuestro país. El 

mandato popular fue claro: es necesario regenerar la vida pública nacional. En las urnas, no sólo se optó por 

transitar a un nuevo régimen, sino que también la ciudadanía manifestó su hartazgo hacia la forma en la que se 

han conducido los asuntos públicos de nuestra nación. 

En este sentido, es importante recortar el gasto que ejerce el Estado mexicano para adelgazar la burocracia 

federal y eliminar los fueros, así como los privilegios de los que han gozado algunos funcionarios públicos de 

administraciones anteriores. Los recursos públicos -que provienen de los bolsillos de la ciudadanía- deben 

destinarse al bienestar de la población en general y no, como ha sucedido hasta el momento, beneficiar 

únicamente a la élite política y económica de nuestro país. 

De acuerdo con un estudio publicado por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), el gasto público en 

América Latina registra ineficiencias que acumuladas y en promedio corresponden al 4.4% del producto interno 

bruto de la región. Una de las principales razones del gasto no óptimo de los recursos públicos corresponde a los 

altos sueldos de los funcionarios públicos. El informe titulado “Mejor gasto para mejores vidas: cómo pueden 

América Latina y el Caribe hacer más con menos” recomienda auditar las nóminas de las dependencias 

gubernamentales para eficientar y recortar el gasto. 



 

 
  

Por medio del combate a la corrupción, la implementación de los programas de austeridad republicana y la 

reactivación de la planta productiva del país y la subsecuente dinamización del mercado interno se liberarán y 

generarán los recursos públicos suficientes para financiar diversos programas sociales y demás políticas 

públicas que tienen por objetivo garantizar el bienestar de la población de nuestro país. 

Democracia equitativa 

El principio de equidad en las elecciones es un principio característico de los sistemas democráticos 

contemporáneos. A través de este principio se procura que los actores políticos que concurran a elecciones 

“estén situados en una línea de salida equiparable y sean tratados, a lo largo de la contienda electoral, de 

manera equitativa”. 

“La igualdad de oportunidades en el acceso a las competencias electorales es un presupuesto y fundamento de 

las elecciones libres y justas impidiendo, por ejemplo, que algunos de los competidores electorales obtengan 

ventajas indebidas como consecuencia de las posibles situaciones de dominio (políticas, sociales o 

económicas) en las que pudieran encontrarse.” 

Existen dos tipos de igualdad de oportunidades: la igualdad de oportunidades negativa y la igualdad de 

oportunidades de carácter positivo. 

La primera viene determinada por el establecimiento de una prohibición genérica a los competidores electorales 

de obtener una ventaja indebida sobre los demás en las contiendas electorales. Ésta consiste en la elaboración de 

un conjunto de normas que introducen restricciones a la actuación de los actores electorales, como puede ser el 

establecimiento de un tope o límite máximo de gastos electorales o la prohibición de contratar publicidad 

electoral en radio y televisión. 

“La dimensión positiva viene determinada por un conjunto de normas que contiene un mandato dirigido a los 

poderes públicos para que los competidores electorales puedan acceder a una serie de prestaciones atendiendo 

a criterios equitativos y proporcionales.” 

En la actualidad, el derecho de los partidos políticos a recibir financiamiento público atiende a las 

circunstancias propias de cada partido de acuerdo a su desempeño en la elección de la Cámara de Diputados 

anterior inmediata. 

Este supuesto vulnera el principio de igualdad consagrado en la propia Constitución y en los tratados 

internacionales que reconocen los derechos civiles y políticos de los ciudadanos, violentando el derecho de 

“tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.” 

El principio de igualdad -reconocido por nuestra constitución y los tratados internacionales suscritos por el 

Estado mexicano- se configura como un valor superior del sistema jurídico nacional y es una condición para el 

ejercicio pleno de los derechos de la ciudadanía. Por lo que debe ser un criterio básico para la interpretación y 

aplicación de las normas electorales. De esta forma, resulta inadmisible crear desigualdades de tratamiento. 

En ese contexto, se tiene el deber reforzado de hacer efectiva la participación política de todas las personas en 

igualdad real de oportunidades, evitando patrones socioculturales, prejuicios, estereotipos y prácticas de 

cualquier otra índole; como la establecida en el artículo 41 fracción II inciso a) de la Constitución que crea 

normativamente una desigualdad entre los diferentes partidos políticos. 



 

 
  

El financiamiento de los partidos políticos es un tema fundamental para comprender el desarrollo y 

características de todo sistema político, así como los logros y fracasos respecto a la construcción de un régimen 

democrático. 

La idea principal que se presenta a pesar de los avances legales respecto al régimen democrático en el País, en 

materia de financiamiento se puede observar que no ha existido interés ni voluntad real por parte de los líderes 

políticos para regular y limitar a los partidos en esta materia, ya que el tipo de financiamiento que opera 

actualmente ha sido la piedra angular sobre la cual descansa el sistema político mexicano, lo que reduce el 

ejercicio del derecho a ser electo a una reducida elite que puede financiar su campaña en una forma 

completamente desigual y desproporcional, lo que se traduce en una ventaja real para unos pocos. Por lo tanto, 

el sistema mexicano se caracteriza por ser excluyente y elitista, ya que limita la competencia democrática entre 

los partidos políticos. 

En el texto vigente de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su artículo 41 fracción II, 

inciso a, contempla la forma de distribución del financiamiento público para el sostenimiento de las actividades 

ordinarias de los partidos políticos; el que se entrega anualmente, multiplicando el número total de los 

ciudadanos inscritos en el padrón electoral por el sesenta y cinco por ciento del valor diario de la Unidad de 

Medida y Actualización. Del cual el 30% de la cantidad que resulte de la ecuación se distribuirá entre los 

partidos de forma igualitaria y el 70% restante de acuerdo al porcentaje de votos que hubieren obtenido en la 

elección de diputados inmediata anterior. 

Por lo cual esta distribución al ser diferenciada de cada fuerza política, violenta la igualdad en la contienda para 

los partidos políticos, propiciando un proceso electoral sesgado, no equitativo y desigual; viciando de origen los 

procesos comiciales y atentando contra el principio de igualdad en la contienda en las competiciones 

electorales. 

“Cuestiones como la cantidad disponible para repartir, los criterios de distribución del financiamiento 

público, el formato para la entrega del dinero, el momento en que los fondos públicos están disponibles, entre 

otros, son determinantes en cuanto a los efectos del financiamiento público sobre la equidad del proceso. Por 

ejemplo, si el criterio de distribución toma en cuenta el resultado electoral anterior, puede privilegiar a 

agrupaciones políticas que han perdido arraigo en la sociedad y perjudicar a los nuevos actores.” 

Coincidimos con Delia M. Ferreira Rubio , en cuanto a que la asignación del financiamiento público 

contemplada en el artículo 41 fracción II, inciso a, de la Carta Magna, perjudica a los actores políticos en el 

desempeño de sus funciones, así como en la contienda electoral; al no haber una distribución igualitaria de los 

recursos públicos. 

Esta iniciativa tiene como objeto que en la Constitución se plasme el principio de igualdad en la distribución del 

financiamiento público de los partidos políticos, para que todos ellos puedan alcanzar ese beneficio y no en el 

hecho de que, por circunstancias particulares, un partido pueda recibir más o menos recursos. 

La legislación y la autoridad electoral deben garantizar la igualdad entre los partidos políticos. Con esta 

modificación se garantiza que todos los partidos políticos estén en condiciones de igualdad al iniciar un proceso 

electoral, asegurando el trato igualitario y la igualdad de condiciones hacia los procesos electorales futuros. 

Se propone reformar el artículo 41 de la Constitución para se otorgue el 100% de financiamiento público de 

forma igualitaria a los partidos políticos, para el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes y 

electorales; con ello garantizaremos una igualdad sustantiva en el acceso a las prerrogativas para cada una de las 

fuerzas políticas, garantizando con ello el piso parejo en las contiendas electorales. 



 

 
  

Con esta iniciativa se da un paso firme hacia la democracia igualitaria. 

 

Por lo anterior, someto a consideración de esta honorable asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto 

Artículo Único. Se reforma el inciso a) de la fracción segunda del artículo 41 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos para quedar como sigue: 

Artículo 41. [...] 

[...] 

I. [...] 

II. [...] 

a) El financiamiento público para el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes se fijará 

anualmente, multiplicando el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral por el treinta y 

dos punto cinco por ciento del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización. El cien por ciento de 

la cantidad que resulte de acuerdo a lo señalado anteriormente, se distribuirá entre los partidos 

políticos en forma igualitaria. 

a) al c) [...] 

III. a la VI. [...] 

Transitorios 

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación. 



 

 
  

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a los doce días de marzo de dos mil 

diecinueve. 

Diputado Reginaldo Sandoval Flores (rúbrica) 

 

 


